


EMPLEO PÚBLICO





Como es bien sabido, la austeridad presupuestaria se cebó el pasado año con el funcionariado al congelársele a dicho colectivo sus haberes, lo que, unido a la limitación actual de las convocatorias de oposiciones a un máximo del 25% de los jubilados, hace que los funcionarios de la Administración Central del Estado sean cada vez menos y, al propio tiempo, cada vez estén peor pagados.


Así, el pasado año la Oferta Pública de Empleo fue de 8.014 plazas, cifra que apenas supone el 60% de los 13.532 puestos de trabajo ofertados en el 96, situación la descrita que va a peor a medida que se baja en la calificación del empleo público, dándose el caso de que en los empleos que conforman el llamado grupo E (colectivo formado por subalternos y personal de limpieza), desde hace cinco años no se ha convocado ninguna plaza.


Al otro lado del espectro cabe situar el hecho del cada vez mayor colectivo de personajes que ocupan cargos de confianza en la Administración (altos y bien remunerados cargos) por libre designación (o sea, escogidos "a dedo"), es decir, de aquellas personas que han logrado el puesto por su pertenencia al partido político en el poder, siendo en muchos casos éste su único bagaje profesional.


Parece, pues, que nuestros administradores consideran mejor fórmula para medir la capacidad profesional de un futuro funcionario su carnet político que su calificación en una convocatoria de oposición; así las cosas, la Administración se tornará cada vez más política y mucho nos tememos que menos eficaz, y el anhelo de empleo de por vida que hasta ahora había supuesto para muchos españoles el conseguir "la oposición" se tornará en poco menos que una entelequia, en una especie de "cosa de pasado".


Otro agravio comparativo para los funcionarios de la Administración Central del Estado lo constituye el hecho de que sus colegas de las administraciones autonómicas cobran entre 40.000 y 50.000 ptas. más al mes por realizar el mismo trabajo.


Todo un abuso que no podemos silenciar y por eso nuestra denuncia. De ahí que, sin entrar en si debe o no haber más oferta de trabajo público, ya que no es éste nuestro cometido, sí estamos totalmente en contra del hecho denunciado del cada vez mayor número de cargos de confianza y de libre designación (léase "enchufados").


Pues, sin lugar a dudas, nos merece mucha más confianza de cara a ocupar un puesto en la Administración Pública una buena calificación en una oposición que un carnet político, por muy "azul" o "rojo" que éste sea.


En cualquier caso, somos de la opinión de que todos los cargos directivos en la Administración -al menos, hasta el nivel de Director General inclusive- debieran ser ocupados siempre por técnicos y especialistas, funcionarios de carrera por oposición, sin adscripción alguna a partidos políticos o, cuando menos, no por esta razón. Además de que la operativa administrativa sería dirigida por expertos en cada materia, se evitarían así los vaivenes y el exceso de ceses y nombramientos que se producen cada vez que cambia el color del Gobierno.


De esta forma, quedarían ocupando cargos políticos en la Administración solamente los ministros y los secretarios de Estado, suficientes para dirigir y aplicar en sus respectivos departamentos la política emanada del partido en el poder, y se evitaría la multiplicación de "políticos" nombrados "a dedo" ostentando cargos como directores generales, subdirectores, consejeros técnicos, asesores y demás ralea, además de obviarse en gran medida algunas otras secuelas, tales como el alto coste de los "blindajes", ciertas tentaciones de enriquecimiento rápido a causa de la premura de tiempo, zancadillas a la política del Gobierno de turno por "políticos" de signo y militancia contrarios, proliferación de personajillos que, en lugar de ocuparse y preocuparse por la eficacia de su gestión, emplean su tiempo y el dinero del contribuyente en procurarse unas buenas relaciones públicas personales con que asegurarse su "permanencia" en la vida política, único medio de sustento de que disponen, etc., etc.


Todo lo anterior no hace otra cosa que sembrar la duda acerca de si lo que motiva a muchos de nuestros jóvenes hacia la carrera política es su vocación por contribuir al bien común o, por el contrario, el "pesebre".


La duda ofende.














